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RESOLUCION DEFINITIVA 

Expediente 2016-0227-TRA-RI-(DR) 

Gestión administrativa 

Carmen S. Fabres Pérez, apelante 

Registro Inmobiliario (expediente de origen 2015-01859) 

[Subcategoría: Propiedades] 

 

VOTO 0831-2016 

 

TRIBUNAL REGISTRAL ADMINISTRATIVO. San José, Costa Rica, a las catorce horas 

veinte minutos del dieciocho de octubre de dos mil dieciséis.  

 

Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por Carmen S. Fabres Pérez, mayor, 

casada, empresaria, vecina de Heredia, portadora de la cédula de residencia 115200016820, 

actuando en condición personal, en contra de la resolución dictada por la Subdirección del 

Registro Inmobiliario, División Registral, a las quince horas del primero de abril del dos mil 

dieciséis.  

 

RESULTANDO 

 

PRIMERO. Que mediante escrito recibido el 27 de agosto de 2015 en la Secretaría del Registro 

Inmobiliario, Carmen S. Fabres Pérez de calidades y en su condición antes citada, formuló 

gestión administrativa solicitando no inscribir la hipoteca con citas 2015 352308 001 constituida 

sobre la finca de su propiedad folio real 4-080436-000, en virtud de que existe un hecho 

fraudulento sobre el citado inmueble, ya que no firmado hipoteca alguna que grave su propiedad. 

 

SEGUNDO. Que la Subdirección del Registro Inmobiliario, División Registral, mediante la 

resolución dictada a las quince horas del primero de abril del dos mil dieciséis, resolvió en lo 

conducente: “1) Desglosar del presente expediente y remitir el documento que ocupa las citas 

tomo:2015, asiento:352308 a la registradora 346, grupo 3, Licda. Pilar Bonilla Solorzano para 

que continúe con el trámite de calificación conforme a la competencia que por ley le fue 
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asignada. 2) Proceder con el cierre y archivo del presente expediente por cuanto no se pudo 

acreditar el elemento objetivo necesario para justificar la tutela administrativa de asientos 

conforme al artículo 32, 34 inciso e) en relación con el 24, todos del Reglamento de 

Organización del Registro Inmobiliario…”    

 

TERCERO. Que inconforme con dicho fallo, Carmen S. Fabres Pérez de calidades y en su 

condición citada, mediante escrito presentado ante la Dirección del Registro Inmobiliario el 20 

de abril de 2016, interpuso recurso de apelación contra la resolución referida, expresando 

agravios.  

 

CUARTO. Que a la substanciación del recurso se le ha dado el trámite que le corresponde y no 

se han observado causales, defectos u omisiones que pudieren haber provocado la indefensión 

de los interesados, o que pudieren provocar la invalidez, la nulidad o ineficacia de lo actuado, 

dictándose la presente resolución previa deliberación. 

 

Redacta el Juez Villavicencio Cedeño, y; 

 

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO. SOBRE LOS HECHOS PROBADOS. Por ajustarse al mérito de los autos, este 

Tribunal acoge como hechos con tal carácter los siguientes: 

 

1.- Que la finca del partido de Heredia matrícula 80436, publicita como propietario Carmen S. 

Fabres Pérez, portador de la cédula de residencia 42573172332. 

 

2.- Que el instrumento público aludido de falso se encuentra asentado en el tomo 17 del 

protocolo del notario Jorge F. Fernández Mayorga, escritura número 147, en la cual constituyó 

hipoteca sobre la finca partido de Heredia matrícula 80436 a favor del señor Raúl B. Araya 

Argüello.     

 

3.- Que el testimonio de la escritura 147 citada se presentó para su inscripción al Registro 

Inmobiliario bajo el tomo: 2015, asiento: 352308. 
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4.- Que la finca del partido de Heredia matricula 80436, se encuentra inmovilizada por orden 

judicial, citas: 2016-358646-01-0002-001, según consta en certificación literal visible a folio 22 

del legajo de apelación.  

 

SEGUNDO. SOBRE LOS HECHOS NO PROBADOS. Este Tribunal tiene por no 

acreditados los siguientes hechos:  

 

1. No demostró el gestionante la existencia de un elemento o prueba objetiva que determine el 

posible fraude. 

 

2. No se acredito le existencia de alguna inexactitud registral que justifique la tutela 

administrativa. 

 

TERCERO. EN CUANTO A LOS RESUELTO POR EL REGISTRO Y LOS 

ALEGATOS DE LA APELANTE. En el presente asunto, la Subdirección del Registro 

Inmobiliario, denegó las presentes diligencias administrativas, no es competente el Registro para 

prejuzgar la validez de los títulos otorgados ante notario público, esto debe ser debatido en la 

vía jurisdiccional ya que se trata de hechos acaecidos al margen del ámbito registral toda vez 

que se denuncia un acto delictivo de suplantación que no se refieren a una mala praxis en la 

registración de algún documento por parte del funcionario administrativo. No se acreditaron por 

parte de los solicitantes los supuestos del artículo 32 del Reglamento de Organización del 

Registro Inmobiliario para consignar la nota de prevención relacionada con una inexactitud 

extraregistral. El Registro está imposibilitado para realizar un análisis de grafoscopía para 

determinar la autenticidad de las firmas del documento atacado por el gestionante.   

 

Por su parte, el apelante alegó lo siguiente: Indica que aporta documento del Ministerio de 

Gobernación y Policía, donde cambió el número de identificación, indica que el documento de 

identidad que se presentó ante el notario para la constitución de hipoteca es falso y resalta las 

diferencias que presenta con el verdadero documento de identidad. Indica que la resolución 

impugnada carece de motivación y viola las máximas de justicia administrativa. El rechazo de 
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la petición promovida y el archivo del expediente no indica los fundamentos puntuales de tal 

decisión. La falta de motivación de la resolución evidencia la denegatoria de la justicia 

administrativa. No resulta de forma alguna admisible, el hecho que la administración omitiese 

su deber de verificación y cayendo en el mismo error que el registrador, no se diese a la tarea 

de consultar en las bases existentes –y de libre acceso para Registro- la autenticidad del 

documento de identidad señalado en la escritura. Es claro que, en procura de la averiguación 

real de los hechos, de oficio, la administración debió verificar la identidad del compareciente. 

Verificación que se extraña por completo en el sub examine. Solicita se revoque la resolución 

recurrida o se declare la nulidad de lo actuado.    

 

CUARTO. DE LA TUTELA JURISDICCIONAL DE LA PUBLIDCIDAD REGISTRAL.  

 

De lo establecido por el Órgano a quo y del artículo 17 del Reglamento de Organización del 

Registro Inmobiliario, se desprende que la Dirección del Registro que corresponda, en atención 

a la coadyuvancia que debe existir entre las funciones registral y judicial, debe proceder ante 

situaciones de inexactitud registral en asientos ya inscritos y que su corrección por parte del 

Órgano Registrar pueda causar perjuicios a terceros, a dar una respuesta administrativa en pos 

de lograr la tutela jurisdiccional, que efectivamente se obtuvo en este caso, por tanto, el 

administrado debe ventilar la nulidad de las inscripciones en sede judicial, donde se llevará a 

cabo la profundidad de análisis que el apelante requería del Registro. 

 

Cabe recordar, al apelante que, de conformidad con el Principio Constitucional de División de 

Poderes, establecido en los artículos 9 y 153 de Nuestra Carta Magna, que la competencia para 

invalidar inscripciones, cancelar asientos provisionales o definitivos, o declarar derechos es 

exclusiva de nuestros Tribunales de Justicia y por lo tanto ni la autoridad registral ni este 

Tribunal cuentan con competencia para dictar un pronunciamiento sobre procesos que se 

ventilan en la sede jurisdiccional, que es donde con una mayor libertad probatoria pueden 

valorarse aspectos intrínsecos de los instrumentos públicos otorgados y asimismo inscritos en 

sede registral. 

 

QUINTO. SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO. Considera este Tribunal lo resuelto por el 
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Órgano a quo se apega a derecho, ya que el fondo del asunto está siendo conocido en la sede 

judicial, porque así se comprueba con la anotación de demanda que publicita la finca del Partido 

de Heredia matrícula Nº 80436 [folio 22 de legajo de apelación], actualmente las divergencias 

que ahora se pretenden discutir en esta sede administrativa están siendo investigadas en la vía 

judicial, y no es procedente que tal situación sea conocida por la justicia administrativa bajo el 

riesgo de entorpecer las actuaciones de los jueces de la República que ordenaron incluso la 

anotación de ese proceso sobre la finca de previa cita [inmovilización por orden judicial citas: 

2016-358646-01-0002-001]. Entonces, pierde interés lo solicitado por el apelante, al ser la 

situación que alegan de conocimiento de los Tribunales de la República, los cuales han adoptado 

las medidas cautelares para dar una correcta publicidad registral a los procesos pendientes, y 

han procedido a anotarlos correctamente, como se constata en los hechos probados. 

 

Por lo antes citado no es posible para este Tribunal, por no ser de su competencia, entrar a 

valorar el asunto relacionado con el documento de identidad que sirvió para identificar a la 

compareciente en la matriz del instrumento público, mencionado por la apelante. Se trata de una 

eventual inexactitud que tiene su génesis en situaciones extraregistrales. La legalidad de la 

escritura de constitución de hipoteca viene protegida al seno de la calificación registral por el 

principio de indubitabilidad, proveniente de la fe pública notarial, que solo cede ante una 

resolución judicial en firme. 

 

No es competente el Registro ni el Tribunal para determinar la veracidad del documento de 

identidad presentado ante el notario público para constituir la hipoteca señalada por la 

impugnante, esa situación debe ser conocida apreciada y resuelta mediante la prueba científica 

necesaria, si así lo determina la autoridad judicial que según los hechos probados ya inicio con 

la investigación respectiva.  

 

No es obligación del registrador revisar los documentos de identidad presentados ante el notario 

público para valorar su autenticidad, la calificación registral se fundamenta en la información 

dada por el notario acuerpada por la misma en la fe pública con la que cuenta. La identificación 

de las partes es un deber de la labor notarial en la constitución de instrumentos públicos que 
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tengan efectos en el Registro Público de Bienes Inmuebles y no del registrador, que como se 

dijo, se dedica a constatar los datos subyacentes y no la autenticidad de documentos o firmas, 

carece la administración de esa facultad relegada a la entidad judicial.  

 

La resolución apelada cuenta con la motivación requerida, la calificación registral se 

fundamenta en el artículo 27 de la Ley de Inscripción de Documentos Públicos en el Registro, 

donde el registrador no puede ir más allá del contenido del título presentado y lo indicado en los 

asientos registrales, no puede el registrador inmiscuirse en la labor de identificación de las 

partes, labor delegada por la ley al notario en el ejercicio de su profesión [artículo 39 Código 

Notarial]. 

 

Siendo así las cosas, y con fundamento en las consideraciones que anteceden, por estar ya 

correctamente publicitadas las acciones que a nivel judicial se están llevando a cabo en aras de 

dilucidar el asunto aquí planteado por el apelante, debe declararse sin lugar el recurso de 

apelación interpuesto por Carmen S. Fabres Pérez, actuando en su condición personal, en 

contra de la resolución dictada por la Subdirección del Registro Inmobiliario, División Registral, 

a las quince horas del primero de abril del dos mil dieciséis, la cual en este acto se confirma. 

 

SEXTO.  EN CUANTO AL AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA. Por no 

existir ulterior recurso contra esta resolución, de conformidad con los artículos 25 de la Ley 

8038, de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual, y 29 del 

Reglamento Operativo de este Tribunal, decreto ejecutivo 35456-J, se da por agotada la vía 

administrativa. 

 

POR TANTO 

 

Con fundamento en las consideraciones que anteceden, se declara sin lugar el recurso de 

apelación interpuesto por Carmen S. Fabres Pérez, actuando en su condición personal, en 

contra de la resolución dictada por la Subdirección del Registro Inmobiliario, División Registral, 

a las quince horas del primero de abril del dos mil dieciséis, la cual en este acto se confirma. Se 
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da por agotada la vía administrativa. Previa constancia y copia de esta resolución que se dejarán 

en los registros que al efecto lleva este Tribunal, devuélvase el expediente a la oficina de origen 

para lo de su cargo. NOTIFÍQUESE. 

 

 

 

Norma Ureña Boza 

 

 

Leonardo Villavicencio Cedeño                                                           Ilse Mary Díaz Díaz   

 

 

 

Jorge Enrique Alvarado Valverde                                            Guadalupe Ortiz Mora 
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